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TRIBUNAL

SANCIONADOR

Consumidor denunciante:

Fecha: 27/05/2024

Hora: 10:23

Lugar: San Salvador

RESOLUCIÓN FINAL

1. INTERVINIENTES

Proveedor denunciado: José Francisco Agreda Montalvo

Referencia:

1422-2022

II. ANTECEDENTES Y HECHOS DENUNCIADOS

En fecha 12/05/2022 el consumidor interpuso su denuncia

(fs.l) en la cual expuso que: "el día 2 de marzo del 2022, realizo la reservación de una caja

automática de automóvil corolla, por el precio de $700.00 quedando saldo pendiente de $375.00,

ya que pago el monto de $3 75.00 y el proveedor le informo que a los tres días se encontraría la

caja a su disposición, por ellos se presentó ante el proveedor al cual le informo que por motivos

diversos ya no deseaba dicho repuesto usado, el cual informo que lo vendería y le devolvería el

monto de reserva pero hasta la fecha no se hizo efectivo el reintegro de dicho monto ".

En fecha 13/05/2022, se dio inicio a la etapa de avenimiento y se le comunicó al denunciado,

mediante correo electrónico, que se le concedía el plazo de 3 días hábiles contados a partir de la

recepción de la notificación, para ofrecer alternativas de solución; adjuntándose copia de la denuncia

—fs. 5-7—.

Posteriormente, en fecha 24/08/2022 —fs. 8—, el consumidor ratificó su denuncia y solicitó

la programación de audiencias conciliatorias, notificando al proveedor en fecha 25/08/2022 (fs. 10)

de la audiencia de. conciliación programada para el día 02/09/2022. Conforme al acta de resultado

de conciliación (fs. 13), se hizo constar que la misma fue suspendida por incomparecencia de ambas

partes, fijando como nueva fecha de realización de la audiencia, el día 19/09/2022. Conforme al

acta de resultado de conciliación (fs. 18), se hizo constar que la misma fue suspendida debido a

segunda incomparecencia del proveedor sin causa justificada.

En ese sentido, el Centro de Solución de Controversias —en adelante CSC—, conforme al

artículo 112 inciso segundo de la Ley de Protección al Consumidor —en adelante LPC—, remitió

el expediente, recibiéndose en este Tribunal en fecha 05/10/2022. Posteriormente se inició el

presente procedimiento administrativo sancionatorio mediante resolución de las trece horas conun

minuto del día 07/02/2024 (fs. 21-22).



III. PRETENSIÓN PARTICULAR

La pretensión del consumidor radica en que el proveedor le reintegre el monto que pago en

concepto de reserva de una caja automática corolla año 2009 por el precio de $375.00 dólares, ya

que nunca recibió el producto. Todo lo anterior en base a los artículos 13-D literal b), literal k), 143

inciso final de la Ley de Protección al Consumidor, y el articulo 71 y 150 de la Ley de

Procedimientos Administrativos.

IV. INFRACCIÓN ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCIÓN

Al proveedor denunciado se le atribuye la supuesta comisión de la infracción regulada en el

artículo 43 letra d) de la LPC, que literalmente, prescribe que constituye una infracción grave:

"Incumplir la obligación de devolver primas, anticipos, reservaciones o cantidades entregadas a

cuenta del precio en caso que el contrato no se celebrare(...) " en relación al articulo 4 letra b) de

la LPC, el cual establece como derecho básico e irrenunciable de todo consumidor: "serprotegido

de cobros por bienes no entregados o servicios no prestados".

La conducta típica de la infracción, es precisamente incumplir la obligación de devolverprimas,

anticipos, reservaciones o cantidades entregadas a cuenta del precio en caso que el contrato no se

celebre, lo que significaría una afectación económica al consumidor, que erogó una cantidad de

dinero por un determinado bien o servicio, pero que por alguna razón la contratación ya no se

finalizó.

La configuración de la referida infracción supone, por consiguiente, en primer lugar, que un

consumidor ha entregado al proveedor, una cantidad de dinero a cuenta del precio total de un bien

o servicio -ya sea en concepto de prima, anticipo o reserva-, en segundo lugar, que la contratación

no se haya concretizado -al respecto, la ley no presupone una causa específica por la que no se haya

formalizado la contratación pretendida-; y, en tercer lugar, la negativa de la parte proveedora de

devolver al consumidor la cantidad de dinero que éste último ya había pagado a cuenta del precio.

Dicha negativa puede darse: a) de forma expresa, por ejemplo, manifestando el proveedor que no

existe cantidad de dinero que devolver, que la cantidad a devolver es distinta a la correspondiente

según la ley y los términos de la contratación, entre otros; o, b) de forma tácita o por omisión, por

ejemplo, cuando el proveedor esquive o simplemente no responda a la petición de devolución del

consumidor.

El incumplimiento de la referida obligación por parte de los proveedores conlleva la comisión

de la infracción administrativa contenida en el artículo 43 letra d) de la LPC ya citado, y su



consecuencia jurídicaseríala establecida en el artículo 46de la misma ley, siendo lamulta hasta de

doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

CONTESTACIÓN DE LA PROVEEDORA DENUNCIADA

1. Sesiguió elprocedimiento consignado en losartículos 143 y siguientes de la LPC, respetando

la garantía de audiencia y el derecho de defensa del proveedor José Francisco Agreda Montalvo,

pues en resolución de fs. 21-22 se le concedió el plazo de 10 días hábiles contados a partir del

siguiente al de la notificación de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argumentos

de defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara conveniente, la cual fue

notificada en fecha 20/02/2024 (fs. 23); sin embargo, no hubo pronunciamiento, ni aportación de

pruebas del proveedor.

2. Posteriormente en fecha 03/04/2024 se dictó la resolución de apertura a pruebas (fs. 25) la

cual fue notificada al proveedor en legal forma según consta a fs. 26, mediante dicha resolución se

leconcedió el plazo deocho días, contados a partir del díasiguiente de lanotificación de lamisma,

quien compareció conforme a las actuaciones que se detallan a continuación:

3. En fecha 24/04/2024 —folios 28 y 29— se recibió escrito firmado por el licenciado

en su calidad de apoderado del proveedor José Francisco Agreda Montalvo,

mediante el cual evacuó la audiencia conferida en resolución de inicio (fs. 21 y 22), manifestando

su contestación en sentido negativo, agregando documentación de folios 30 al 38, y como

mecanismo de defensa solicitó la prescripción de la acción administrativo sancionatoria.

4. En atención al alegato de prescripción, interpuesto por el apoderado del proveedor

denunciado, este Tribunal debe hacer las siguientes consideraciones:

La potestad sancionadora de la administración pública surge de la atribución conferida por el

artículo 14 de la Constitución de la República, así se ha afirmado por la Salade lo Constitucional

en su sentencia de Inconstitucionalidad 8-97 de las doce horas del 23/03/2001, en la cual

literalmente dice: "que si bien es cierto que existe una potestadjurisdiccional, que exclusivamente

es ejercida por el Órgano Judicial, dentro de la cual se encuentra lafacultad de imponer penas
según el Artículo 14 de la Constitución, también existe una potestad sancionadora de la
Administración Pública, conferida en el mismo Artículo; en laactualidad seacepta dicha potestad

dentro de un ámbito más genérico y se entiende que la mismaforma parte, junto con la potestad

penal de los tribunales, del ius puniendi superior del Estado, que además es único; de tal manera
que aquellas no son sino simples manifestaciones concretas de este (...) ".



Es así que se ha establecido que tanto el procedimiento sancionatorio como el proceso penal,

devienen del mismo ius puniendi del Estado que, al ser uno, deben aplicarse los principios del

derecho penal al proceso administrativo sancionador; muestra de esta afirmación es laaplicación

del principio de legalidad, entendiéndose éste como el principio fundamental del derecho público
conforme al cual todo el ejercicio del poder público debería de estar sometido a la voluntad de la

ley yno a la voluntad yel arbitrio de sus integrantes, es decir, asegura a los destinatarios de la ley
que sus conductas no puedan ser sancionadas sino en virtud de la misma.

Acotando lo anterior, es preciso relacionar laaplicación del principio de seguridad jurídica tal

como lo establece la Sala de lo Constitucional en la inconstitucionalidad con referencia 15-99 de

fecha 13/08/2002, mantiene que: "-por seguridadjurídica se entiende la certeza que el individuo
posee, en primer lugar, de que su situaciónjurídica no será modificada o extinguida más que por

procedimientos regulares y autoridades competentes, ambos establecidos previamente. Y, en

segundo lugar, la certeza de que dichos actos respetarán lo establecido legalmente sin alterar el
contenido esencialde la Constitución (...) ".

Así mismo, la Sala de lo Contencioso Administrativo en resolución con referencia 27-2010 de

fecha 23/06/2019 determinó que "elprincipio de seguridadjurídica regula la no perpetuidad de la
persecución administrativa, siendo una limitante al ejercicio del ius puniendi del Estado, debiendo

así, cumplir con los plazos previamente establecidos en la ley."

Por lo cual, la figura de la prescripción está basada en la seguridad jurídica, de manera que es
indispensable que exista un plazo máximo para que la Administración Pública pueda ejercer la
potestad sancionadora frente a lacomisión de una infracción administrativa, y se dé certidumbre a

los ciudadanos que las posibles consecuencias derivadas de comportamientos contrarios ala ley no
se perseguirán y castigarán de manera indeterminada enel tiempo.

Como se observa, en la estructura de este principio se encuentra un componente temporal
definitorio que determina un plazo para que la Administración pueda iniciar y concluir un
procedimiento sancionatorio, bajo laconsecuencia que de no iniciarse yconcluirse el mismo dentro

del plazo legal, dicha administración se encontraría inhibida de dictar resolución final dado que
cualquier posible responsabilidad por la comisión de una infracción administrativa se entiende
extinguida.

Por un lado, la prescripción es consecuente con la seguridad jurídica del presunto infractor, el
cual debe tener la certeza del tiempo en que puede reprochársele un comportamiento ilícito, pero
por otra parte, este principio advierte a la Administración Pública que como encargada de los



intereses generales, según cada caso y las competencias de las mismas, es la principal interesada y

obligada a que se inicieny concluyan los procedimientos sancionatorios pues con ello se estádando

respuesta, en nombre de los intereses que defiende, frente a un comportamiento ilícito que los ha

transgredido.

Por lo tanto, si la Administración Pública deja transcurrir este plazo, la consecuencia lógica es

que la responsabilidad debe extinguirse, al no haber usado la potestad temporal para sancionar.

Consecuentemente, la Administración Pública debe ser siempre diligente y ejercer dicha potestad

sancionatoria sin dilatar su actuación en el tiempo de manera indefinida, pues al no ejercerla está

dejando de tutelar los intereses que por ley representa y debe proteger. En este sentido, desde la

perspectiva del ciudadano, la prescripción garantiza al presunto infractor queconozca hastacuándo

puede perseguirse la conducta ilícita cometida; y, por otra parte, desde el punto de vista de la

Administración Pública, constituye la exigencia de aplicar el principio de eficacia administrativa,

que requiere que los intereses generales cuyatutelatiene a su cargo se satisfagan mediante el actuar

rápido para reprimir conductas infractoras de las normas administrativas.

Sobre estepunto,cobra importancia lo dispuesto en el artículo 163 inciso 1° de la LPA en cuanto

establece que: "(...) quedan derogadas expresamente todas las Disposiciones contenidas enLeyes

Generales o Especiales que la contraríen (...) ".

Asimismo, resultaaplicable loprevisto en el artículo 148 inciso Iode la LPA, entantoestablece:

"Los plazos deprescripción de las infracciones y sanciones serán los quedeterminen lasnormas

que las establezcan". Esta disposición es de importancia, pues expresamente habilita laaplicación

de los plazos de prescripción establecidos en la LPC, específicamente en el artículo 107 el cual

establece que "Las acciones para interponer denuncias por las infracciones a la presente ley,

prescribirán en el plazo de tres años contados desde que se haya incurrido en la supuesta

infracción ".

Es decir, elplazo general establecido enlaLPC para elacaecimiento de laprescripción extintiva

esde 3 años (artículo 107 dela LPC); así, para los efectos del conteo del plazo para lareferida figura

procesal debe tomarse como parámetro la fecha enque acontecieron los hechos que han dado lugar

a la aludida infracción. En ese sentido, la conducta que ha sido señalada como constitutiva de la

infracción imputada se realizó en fecha 02/03/2022, fecha en que el consumidor realizo el abono

por unacajaautomática para el vehículo Corolla 2009.

Del mismo modo, el auto emitido por este Tribunal que dio inicio al presente procedimiento

administrativo sancionador, fue en fecha 07/02/2024 y se tuvo por legalmente notificado al



proveedor denunciado el día 20/02/2024, es decir, dentro del plazo máximo para emitir resolución

de inicio—tresaños contados desdeque se haya incurrido en la supuestainfracción (02/03/2022 al

02/03/2025)- fecha en que hubiese operado la prescripción por ministerio de ley.

Ahora bien, este Tribunal Sancionador, procurando que en todo procedimiento administrativo

se respeten las reglas del Debido Proceso y de acuerdo a los plazos procesales previamente

establecidos en la LPA, en aplicación a la obligación establecida en el artículo 89 inciso 2o que

establece: "Elprocedimiento administrativo deberá concluirse por acto o por resoluciónfinal en

el plazo máximo de nueve meses posteriores a su iniciación (...)", y teniendo en cuenta que el

artículo 26 señala: "Los actos administrativos producirán sus efectos desde que se comuniquen a

los interesados, excepto si únicamente producen efectos favorables, o noprocede su notificación

(...)", relacionado con el artículo 97 inciso Io el cual determina: "Todo acto administrativo que

afecte a derechos o intereses de las personas, tendrá que ser debidamente notificada en el

procedimiento administrativo ".

De acuerdo con dichos parámetros, este Tribunal Sancionador es del entendimiento, que existe

un máximo de 9 meses contados a partir del día siguiente de la notiñcación del auto de inicio

del procedimiento administrativo sancionador para emitir resolución final. Por otro lado, la

misma LPA en su artículo 82 inciso 4o establece que: "Si elplazo sefijapormeses o años, estos se

computaran defecha a fecha (...)", es decir, el plazo de los 9 meses, debe computarse en días

calendario. Unavez concluidos estos 9 meses la LPAregula losefectos legales del acaecimiento de

la finalización de este plazo en su artículo 114 numeral 2, establece que: "En losprocedimientos en

que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención,

susceptibles de producir efectos desfavorables o degravamen, seproducirá la caducidad. En estos

casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los

efectosprevistos en esta Ley".

Se puede concluir, entonces, que el auto de inicio del procedimiento fue emitido en fecha

07/02/2024 yque el referido acto de comunicación procesal se verificó respecto del proveedor José

Francisco Agreda Montalvo el día 20/02/2024, según la aplicación del artículo 89 de la LPA, el

plazo de los nueve meses aún no ha concluido.

VI. VALORACIÓN DE PRUEBA/HECHOS PROBADOS

Este Tribunal valorará la prueba de conformidad a los métodos aceptados en el ordenamiento

jurídico, para posteriormente determinar si en el presente procedimiento, se ha configurado la

comisión de la infracción consignada en el artículo 43 letra d) de la LPC, por incumplir la obligación



de devolver primas, anticipos, reservaciones o cantidades entregadas a cuenta del precio en caso

que el contrato no se celebre, que significaría una afectación al consumidor.

A. De conformidad con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3o de la Ley de Procedimientos

Administrativos -en adelante LPA-, las pruebas oportunas, pertinentes y conducentes aportadas en

el procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas de la sana crítica; a excepciónde la prueba

documental, la cual se realizará conforme al valor tasado de la misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número de referencia 23-2003/41-2003/50-2003/17-2005/21-2005, de fecha

18/12/2009, en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: "Cuando la 'utilización'

de la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema

de valoración denominado prueba tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa

legal, lo que hace el legislador esproveer una delas máximas que deben integrarse al razonamiento

probatorio deljuez, como lapremisa mayor delsilogismofundamental sobre cada medio deprueba

(...) el legislador señala una lista de medios de pruebay a cada una le asigna un determinado y

preciso valor probatorio -certeza objetiva-; es decir que, en este caso, amparado en la seguridad

jurídica, el legislador determinapreviamente la máxima deexperiencia, aunque con distintafuerza

dependiendo de laprueba de quese traté" (los resaltados son nuestros).

Dicho esto, el artículo 106 inc. 6o de la LPA dispone: "Los documentos formalizados por los

funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los

requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquellos, harán prueba

de estos salvo que se acredite lo contrario".

Además, el artículo 341 del CódigoProcesal Civily Mercantil -en adelante CPCM-, determina

el valor probatorio de los instrumentos, así: "Los instrumentos públicos constituirán prueba

fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que documenten; de lafecha y personas que

intervienen en el mismo, así como del fedatario o funcionario que lo expide. Los instrumentos

privados hacenpruebaplena de su contenido y otorgantes, sino ha sido impugnada su autenticidad
o ésta haquedado demostrada. Si no quedó demostrada tras la impugnación, los instrumentos se

valorarán conforme a las reglas de la sana crítica" (los resaltados sonnuestros).

Así las cosas, este Tribunal valorará la prueba de conformidad a los métodos aceptados en el

ordenamiento jurídico, para posteriormente determinar si en el presente procedimiento se ha

configurado la infracción consignada en el artículo 43 letra d) de la LPC.



B. En el presente caso, es menester señalar que el expediente fue certificado a este Tribunal de

conformidad a la presunción legal establecida en el artículo 112 inciso segundo de la LPC, por lo

que en aplicación de dicha disposición se presumirá legalmente como cierto lo manifestado en la

denuncia.

De conformidad con el artículo 414 del CPCM, las presunciones legales, conocidas como

presunciones iuris tantum, son aquellas en razón de las cuales lapersonaa la quefavorezcaquedará

dispensada de laprueba del hechopresunto al estarprobados los hechos en quese base.

Sin embargo, las mismas admiten prueba en contrario, y en ese caso la actividadprobatoria se

podrádirigir tanto a demostrar que los indicios probados inducen a un hecho distinto o a ninguno,

como a efectuar la contraprueba de dichos indiciospara establecer su inexistencia.

Jurídicamente, la presunción se define como aquel razonamiento en virtud del cual, partiendo

de un hecho que está probado o admitido, se llega a la consecuencia de la existencia de otro hecho

que es el supuesto fáctico de una norma, atendiendo al nexo lógico existente entre los dos hechos.

Las presunciones son un método lógico para probar y están compuestas estructuralmente de una

afirmación, hecho base o indicio, de una afirmación o hecho presumido y de un enlace. La

afirmación base o el hecho base —también conocido como indicio— recibe esta denominación

porque es el punto de apoyo de toda presunción. La base de la presunción puede estar constituida

por uno o varios indicios; pero lo decisivo del indicio es que esté fijado en el procedimiento y que

resulteprobado. En conclusión, la afirmación presumidao el hechopresumido es una consecuencia

que se deduce del hecho base o indicio.

C. En el presente procedimiento sancionatorio, se incorporó pruebadocumental únicamente por

parte del consumidor consistente en:

1. Fotocopia confrontada de Factura No. de fecha 02/03/2022, emitida por el

proveedor José Francisco Agreda Montalvo por un monto de $375.00 dólares en

concepto de anticipo por compra de caja automática para vehículo corolla (fs. 3).

El proveedor no se pronunció sobre la prueba incorporada en el expediente, pese haber tenido

la oportunidad procedimental para hacerlo, según se estableció en el romano V de la presente

resolución, por tanto, este Tribunal efectuará lavaloración de laprueba antes detallada, incorporada
al expediente.

VIL ANÁLISIS DE LA CONFIGURACIÓN DE LA INFRACCIÓN

A. En el presente caso la infracción denunciada por el señor

es la descrita en el artículo 43 letra d) de la LPC, que prescribe como grave la conducta de la



proveedora por supuestamente incumplir la obligación de devolverprimas, anticipos, reservaciones

o cantidades entregadas a cuenta del precio en caso que el contrato no se celebre, que encuentra

su fundamento en el artículo 4 letra b) de la citada ley, que establece como derecho básico e

irrenunciable de todo consumidor: "Serprotegido de cobros por bienes no entregados o servicios

no prestados"; en consecuencia, de los elementos probatorios que obran en el expediente

administrativo, se ha acreditado, mediante prueba indiciaría o directa que el señor

compro una caja automática para vehículo corolia con el proveedor José

Francisco Agreda Montalvo, entregando un anticipo de $375.00 dólares, de un total de $750.00

dólares que costaría la caja automática, lo anterior se ha acreditado mediante la fotocopia de factura

No. la cual se encuentra anexa al expediente como un medio de prueba incorporado por el

consumidor al momento de interponer su denuncia (fs. 1).

El consumidor expuso que realizo la reservación de una caja automática de automóvil corolla

por un monto de $375.00 dólares y que posterior a ello el proveedor le menciono quea los tres días

se encontraría la caja a su disposición, sin embargo el consumidor se presentó ante el proveedor

informándole que por diversos motivos ya no deseaba dicho repuesto usado, señala que el

proveedor le indico que vendería el repuesto y le devolvería el monto de reserva, pero hasta la fecha

de interposición de su denuncia no se hizo efectivo el reintegro de dicho dinero, ni consta que se

haya realizado dicha devolución durante la tramitación del presente procedimiento administrativo

sancionador.

Asimismo con la factura que consta agregado al presente expediente administrativo (fs. 3) y en

concordancia con lo dispuesto en los art. 1416 y 1417 del Código Civil, que determina que lo

pactado por las partes, es obligatorio para los contratantes, que además los contratos deben

ejecutarse de buena fe, y porconsiguiente obligan no sólo a lo que en ellos seexpresa, sino a todas

lascosas que emanan precisamente de la naturaleza de laobligación, o que por la ley o lacostumbre

pertenecen a ella, que al momento en que se interpuso la denuncia en el Centro de Solución de

Controversias de la Defensoría del Consumidor, el proveedor no había realizado la devolución de

lo pagado por el consumidor.

B. Conforme a los hechos probados, resulta necesario para este Tribunal, determinar si el

proveedor estaba en laobligación de devolver al consumidor lacantidad entregada en concepto de

anticipo por lacompra de unacaja automática para vehículo corolla.

/. A criterio de la SCA, si bien es cierto que la libertad de contratación está sostenida

doctrinariamente en la libertad individual y la autonomía de la voluntad que en la actualidad es



reconocida como derecho fundamental en las democracias liberales; sin embargo, se encuentra

limitada y regulada por la legislación —en este caso también por la LPC en materia de derecho de

consumo—, conel fin que los derechos de interés público seanrespetados. Es decirque, a pesarque

la legislación reconozca la librecontratación, este derecho no quedaal libre arbitrio.

Ahora bien, la LPC establece un régimen de responsabilidad a cargo de quienes introducen

bienes y servicios en el mercado, procurando la mejor tutela paralosadquirentes enunarelación de

consumo. Nuestra legislación en materia de consumo reconoce que, de no perfeccionarse la

celebración del contrato, en lostérminos estipulados en el Art. 43 letra d) de la LPC, es obligación

de los proveedores devolver a los consumidores, las cantidades entregadas a cuenta del precio, ya

sea en concepto deprima, anticipo, entre otros.

Alestablecerse que el consumidor reservo conel proveedor José Francisco Agreda Montalvo la

compra de una caja automática para vehículo corolla, cuyo costo total sería de $750.00 dólares, y

habiendo efectuado el consumidor el pago por un monto de $375.00 dólares al proveedor, en

concepto de anticipo de compra de la caja automática, se advierte que, no se celebró el contrato

principalpretendido, queera la entrega de la caja automática paravehículo corolla.

En consecuencia, a la luz de la LPC, el proveedor sí estaba en la obligación de devolverle al

consumidor lacantidad de dinero que fue pagado enconcepto de anticipo de lacompra de una caja

automática para vehículo corolla. No obstante, en el presente expediente el proveedor no acredito

con prueba alguna, ladevolución efectiva del dinero pagado al consumidor -$375.00 entregados en

concepto de anticipo-.

C. Aunado a lo anterior, el presente procedimiento se inició bajo la presunción regulada enel

artículo 112 inciso 2° de la LPC, es decir que los hechos expresamente manifestados por el

consumidor en sudenuncia sepresumen ciertos; por tanto, lecorrespondía alproveedor denunciado

comprobar que efectivamente devolvió al consumidor la cantidad de dinero que le pagó a cuenta

del precio de un bien cuya compraventa no se perfeccionó, o en sudefecto, comprobar que dicha

devolución no se efectuó al consumidor, por causas ajenas a la voluntad del denunciado y que le
eximiera de responsabilidad frente a los hechos denunciados. No obstante, José Francisco Agreda
Montalvo no presentó ningún tipo de prueba que reuniera dichas características, a pesar de que se
le brindó laoportunidad procedimental de ejercer su derecho de defensa al aportar los elementos de

prueba que justificaran si tema una causa válida que le eximiera de la obligación de devolución o

que dicha devolución si se había realizado, y desvirtuar así lapresunción del artículo 112 inciso 2°
de la LPC.
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En congruencia con lo expuesto, se advierte que, en el caso particular, dada la valoraciónde la

prueba antes citada, este Tribunal consideraque existe responsabilidad por el cometimiento de la

infracción que se le imputa, y efectivamente se configura el ilícitoestablecidoen el artículo43 letra

d) de la LPC, por: "No devolverprimas, anticipos, reservaciones o cantidades entregadas a cuenta

del precio en caso que el contrato no se celebre", resultando procedente imponer la sanción

conforme el artículo 46 de la misma ley.

D. Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al tema de

culpabilidad, así:

Elprincipio de culpabilidad estáreconocido por el artículo 12 de la Constitución queprescribe:

«[fjoda persona a quien se impute un delito, se presumirá inocente mientras no se pruebe su

culpabilidad conforme a la ley y en juicio público, en el que se le aseguren todas las garantías

necesarias para su defensa», disposición que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino además

en el administrativo sancionador (sentencia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucional,

doce horas del 17/12/1992).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadoraha expresadoque «[e]l principiode culpabilidad en estamateriasupone

el destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y

la culpa como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una

responsabilidad personal por hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de la

Administración de evidenciar este aspecto subjetivo sin tener queutilizar presunciones legislativas

de culpabilidad, es decir, que se veda la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones

únicamente en razón del resultado producido» (sentencia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo

Constitucional doce horas veinte minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una de la sub-categorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por elhecho oresponsabilidad por laacción ilícita como se denomina en ladoctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica quela sanción únicamente puede recaer a quien

en forma dolosa o culposa ha participado en los hechos que configuran una acción ilícita; así lo

expone Nieto al referir que «[e]l gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre

aquellas [personas] que han participado de forma dolosa o culposa en los hechos constitutivos de
infracción. Por lo tanto, no es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo

personal con el actor o la simple titularidad de la cosa o actividad en cuyo marco se produce la
infracción. La exigencia de individualización de la sanción supone un veto a la responsabilidad
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objetiva» [Nieto, Alejandro, Derecho Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente

reformada, Madrid. Editorial Tecnos, p. 329, 2011]. En este orden, conforme al principio de

culpabilidad solamente responde el administrado por sus actos propios, de este modo, se repele la

posibilidad de construir una responsabilidad objetiva o basada en la simple relación causal

independiente de la voluntad del autor. En congruencia con lo expuesto, en el Derecho

Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de tal suerte que el

elemento indispensable para sancionar un actuar, es la determinación de la responsabilidad

subjetiva. (Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la Sala de lo Contencioso Administrativo

de la Corte Suprema de Justicia, a las catorce horas cincuenta y un minutos del 24/10/2019.

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este

Tribunal considera necesario analizar si los mismos han obrado dolosa o cuando menos

culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudenciao

negligencia. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la

configuración de la conducta sancionable.

Ahora bien, en el presente caso ha quedado establecido el cometimiento de la infracción de

manera negligente por parte del proveedor, pues éste no atendió con la debida diligencia su negocio,

faltando a su obligación como comerciante de cumplir con las obligaciones contractuales

adquiridas, en armonía con las disposiciones y prohibiciones contenidas en la LPC.

VIII. PARÁMETROS PARA LA DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN

Como se expuso en los acápites precedentes, se ha comprobado fehacientemente la comisión

de la infracción grave regulada en el artículo 43 letra d) de la LPC, y es procedente la imposición

de la sanción prevista en el artículo 46 LPC, segúnlos parámetros establecidos por este Tribunal.

Así, el Tribunal Sancionador establece los criterios para la determinación de la multa, siendo

estos: tamaño de la empresa, el impacto en los derechos delconsumidor, la naturaleza del perjuicio

causado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el

grado de intencionalidad -dolo o culpa- con la que procedió la infractora, el grado de participación

en la acción u omisión, cobro indebido realizado y las circunstancias en que éstase cometa, según

sea el caso.

A continuación, se concretará cadauno de ellos, en lo aplicable al presente caso:

a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo de laMicro y Pequeña Empresa (ley Mype)

en su artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: "Microempresa:
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Persona natural o jurídica que opera en los diversos sectores de la economía, a través de una

unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de

mayor cuantía y hasta 10 trabajadores. Pequeña Empresa; Persona natural ojurídica que opera

en los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas

brutas anuales mayores a 482 y hasta 4,817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y con

un máximo de 50 trabajadores ".

Cabe mencionar que en el presente procedimiento administrativo sancionador el proveedor José

Francisco Agreda Montalvo, ha mostrado una conductaprocesal que evidencia el cumplimiento de

su deber a prestar la colaboración que le es requerida para el buendesarrollo de los procedimientos

(artículo 17número 5 de la LPA), al haber presentado la información financiera solicitada por esta

autoridad sancionadora, consistente en copias de la declaración del impuesto sobre la renta y

contribución especial correspondiente al año 2021; documentación de la cual se tomará en cuenta,

como referencia, el total de rentas gravadas de la declaración del impuesto sobre la renta y

contribución especial correspondiente al año 2021 -el cual asciende a $30,891.16 (fs. 34).

Al contrastar la información financiera del proveedor, con lo establecido en el art. 3 de la Ley

Mype, este Tribunal concluye, sin obviar que el denunciado es una persona natural, el proveedor

José Francisco Agreda Montalvo cuenta con ingresos, los cuales se equiparan a los de un

comerciante informal (declaración del impuesto sobre la renta y contribución especial del año 2021,

por lo que, para los efectos de la cuantificación de la multa seráconsiderado como un comerciante

informal.

b. Grado de intencionalidad del infractor.

Este elemento se considera en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o cuando

menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a

imprudencia onegligencia del sujeto. Por tanto, laexistencia de un nexo de culpabilidad constituye

unacondición parala configuración de la conducta sancionable.

Al respecto, este Tribunal en reiteradas ocasiones ha establecido a través de sus resoluciones,

conforme a lo dispuesto en el artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones

administrativas son sancionable aun a título de simple negligencia o descuido. En ese orden, del

análisis de los hechos y documentación agregada al expediente, este Tribunal determinó una

actuación negligente por parte del proveedor, pues al ser una persona natural que se dedica a la

comercialización de repuestos usados y nuevos, es conocedor que todas las relaciones comerciales

con clientes y sus proveedores se documentan a través de contratos, los cuales debe ejecutar de
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buena fe y que por tanto, es evidente el carácter de obligatoriedad de lo pactado entre los

contratantes, así como de cumplir con las expectativas generadas, situación que no consta acreditada

en el presente expediente.

Por lo que, se configura plenamente una conducta negligente por parte del proveedor José

Francisco Agreda Montalvo, por no haber atendido con la debida diligencia de un buen comerciante

en negociopropio —artículo 947 del Código de Comercio—, incumpliendo con el deber que posee

como proveedora de atender las obligaciones y prohibiciones contenidas en la LPC.

c. Grado de participación en la acción u omisión.

A partir del examen del presente expediente administrativo, quedademostrado que el grado de

participación en la infraccióndelproveedor, es directa e individual, pues se acreditóque no cumplió

con la obligación legal con el consumidor, respecto de realizar la devolución del dinero entregado

en concepto de anticipo, debido a que el señor y el denunciado

yanoperfeccionaron la entrega dela cajaautomática paravehículo corolla, objeto dela negociación.

d. Impacto en los derechos del consumidor, naturaleza delperjuicio ocasionado o grado de

afectación a los consumidores.

En el caso concreto, es pertinente señalar que la infracción administrativarelativa a no devolver

primas, anticipos, reservaciones o cantidades entregadas a cuenta del precio en caso que el

contrato nose celebre —artículo 43 letra d) de la LPC—dio como resultado un impacto negativo

en los derechos económicos del consumidor, pues erogó cierta cantidad de dinero en concepto de

anticipo y la devolución del mismo no se hizo efectiva al consumidor en los términos legales

correspondientes.

e. Finalidadinmediata o mediataperseguida con la imposición de la sanción.

Mediante la imposición de la sanción —multa—, esteTribunal Sancionador pretende causar un

efecto disuasivo en la infractora-quien hacometido la infracción descrita en el artículo 43 letra d)

de laLPC-, con el fin de evitar futuras conductas prohibidas endetrimento de los consumidores, ya

que por su experticia en venta de repuestos usados y nuevos para vehículos automotores, debe

considerar todos los factores que pueden llegar a afectar laóptima comercialización de los mismos,

debiendo adoptar las medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que le
impone la LPC.

IX. DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN Y CUANTIFICACIÓN DE LA MULTA

Este Tribunal, en uso de la sana crítica —artículo 146 inc. 4o de la LPC— y habiendo

considerado los criterios para la determinación de la multa, procederá a realizar el cálculo de la
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multa a imponer al infractor José Francisco Agreda Montalvo pues se ha determinado que no

devolvió la cantidad de dinero que el consumidor le entregó en conceptode anticipo, por la compra

de una caja automática para vehículo corolla que no se perfeccionó.

Al respecto, es importante señalar que las sanciones en materia de consumo tienen doble

finalidad: porun lado, corregir al que ha realizado la práctica ilegal y, porotro, evitar que se sigan

cometiendo conductas prohibidas en detrimento de los consumidores (carácter disuasivo de la

sanción).

Ental sentido, en el presente caso, se debe tomar en cuenta eldaño que el infractor ocasionó al

consumidor por la conducta cometida, siendo esta la cantidad de $375.00 dólares, con el propósito

de cumplir con la finalidad perseguida por el legislador y con el objeto de establecer el monto

mínimo base que la multa a imponer podría llegar a tener, de modo que, en el presente caso no

podría sancionarse al proveedor por una suma menor de la cantidad a la que asciende el presunto

daño ocasionado al consumidor.

Por consiguiente y en virtud del impacto en el derecho del consumidor, la naturaleza del

perjuicio ocasionado o grado de afectación al consumidor ($375.00 dólares), el grado de
intencionalidad con laque procedió el infractor-negligencia-, que elmismo es waa.persona natural

que ha sido considerado -conlacapacidad económica de un comerciante informal, así como por no

haberse constatado una conducta procedimental que denota diligencia y colaboración de la

infractora dentro del procedimiento, por no proporcionar la información solicitada, este Tribunal

impone al proveedor José Francisco Agreda Montalvo, por lacomisión de la infracción prevista en
el artículo 43 letra d) de la LPC, por "incumplir la obligación de devolver primas, anticipos,

reservaciones o cantidades entregadas a cuenta del precio en caso que el contrato no se celebre ",

en relación con el artículo 4 letra b) de la misma ley, una multa de SETECIENTOS TREINTA

DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA ($730.00), equivalentes a dos meses

de salario mínimo mensual urbano en la industria en concepto de multa por la comisión de la

infracción antes descrita.

Establecido lo anterior, es menester señalar que la multa impuesta representa el 1% dentro del

margen máximo estipulado por ley como consecuencia de la comisión de tal infracción -doscientos
salarios mínimos mensuales urbanos enla industria-, siendo ajuicio de este Tribunal, proporcional

ala gravedad que comportan los hechos denunciados según las circunstancias objetivas ysubjetivas

previamente analizadas.

X. REPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN ALTERADA
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El consumidor solicitó en su denuncia que el proveedor le reintegre el monto que pago en

concepto de reserva de una caja automática corolla año 2009 por el precio de $375.00 dólares, ya

que nunca recibió el producto, en razón de ello, es necesario señalar lo siguiente:

A. Concerniente a la reposición de la situación alterada por la conducta infractora, la letra c)

del artículo 83 de la LPC, expresamente señala que dentro de las atribuciones de este Tribunal se

encuentra: "(...) c) Ordenar al infractor, en los casos de afectación a intereses individuales,

colectivos o difusos, la reposición de la situación alterada por la infracción, a su estado original.

Entre las medidas para lograr la reposición de la situación alterada podrán ordenarse, la

sustitución delbien; la devolución de lo cobrado indebidamente o la rebaja delprecio (...) ".

B. Siguiendo el mismo orden de ideas, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de

Justicia —SC—, pormedio de sentencia definitiva pronunciada en el proceso de amparo referencia

111-2002, señaló que "La restitución de las cosas al estado en que se encontraban antes de la

violación, no debe entenderse únicamente desde elpunto de vistafísico, sino desde unaperspectiva

jurídica-patrimonial, como efecto directo de la sentencia estimatoria".

En el mismo sentido, la Sala en mención, en la sentencia definitiva dictada en el proceso de

amparo referencia 73-2000, afirma que, reconocida la existencia de un agravio en la esferajurídica

del demandante, laconsecuencia lógica esreparar el daño, restaurando las cosas al estado en que

se encontraban antes de la ejecución del acto violatorio de derechos. Agrega que las sentencias

pueden tener distinto carácter, dependiendo del soporte jurídico y fáctico de la pretensión.

De igual forma, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia -

SCA-, por medio de la sentencia definitiva pronunciada a las diez horas treinta minutos del

19/05/2008, en el proceso referencia 130-2006, afirmó que el objeto de la normativa de consumo

hace referencia a la protección de los derechos de los consumidores, a efecto de procurar el

equilibrio, certeza, y seguridad jurídica en las relaciones de consumo con los proveedores.

Enrespeto al principio de legalidad y conla finalidad de darle cumplimiento al artículo 101 de

la Constitución y a los principios y directrices de las Naciones Unidas para la protección del
consumidor, que ante los hechos acaecidos a partir de la fecha de entrada en vigencia de la LPC

reformada, yante una eventual resolución definitiva estimatoria alapretensión de los consumidores,

este Tribunal está obligado por ley aordenar la reposición de lasituación alterada por lainfracción,
segúnlo dispuesto en el artículo 83 letra c) de la LPC.

C. Conforme al artículo 4 letra bde laLPC latitularidad del derecho a "serprotegido de cobros
por bienes no entregados oservicios no prestados "en los términos de la misma ley, le corresponde
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al denunciante como un derecho irrenunciable de acuerdo al artículo 5 de la misma ley, siendo

procedente ordenar la reposición de la situación alterada de conformidad a la pretensión del

consumidor, la cual consiste en: "la devolución de los $3 75.00 dólares cancelados en concepto de

anticipo por la compra de una caja automática para vehículo corolla 2009 ".

Por consiguiente, y en virtud de lo expuesto en el presente apartado, este Tribunal considera

procedente ordenar al proveedor José Francisco Agreda Montalvo, la devolución de la cantidad

pagada por el denunciante en concepto de anticipo por la

comprade una caja automática para vehículo corolla 2009, que asciende a la suma total de $375.00

dólares.

XI. DECISIÓN

Por todo lo expuesto, y sobre la base del artículo 101 inciso segundo de la Constitución de la

República; artículos 4 letra b), 43 letra d), 46, 83 letras b) y c), 146, 147 y 149 de la Ley de

Protección al Consumidor; y, artículo 218 del Código Procesal Civil y Mercantil, este Tribunal

resuelve:

a) Sanciónese al proveedor José Francisco Agreda Montalvo con la cantidad de

SETECIENTOS TREINTA DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

($730.00), equivalentes a dos meses de salario mínimo mensual urbano en la industria —

D.E. N°10 del 07/07/2021. publicado en el D.O. N°129 Tomo N° 432— en concepto de

multa por la comisión de la infracción regulada en el artículo 43 letra d) de la LPC, porno

devolver las cantidades de dinero entregadas a cuenta del precio, respecto de los hechos

denunciados por el señor

b) Ordénese al proveedor José Francisco Agreda Montalvo devolver al señor

la cantidad de TRESCIENTOS SETENTA Y CINCO DÓLARES

DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA ($375.00), en concepto de reintegro de lo

pagado en concepto de anticipo, con fundamento enlas disposiciones legales precitadas.

La presente resolución deberá ser cumplida dentro de los diez días hábiles siguientes a la

notificación respectiva, debiendo comprobar suacatamiento a este tribunal dentro del plazo

indicado. La multa impuesta deberá hacerse efectiva en la Dirección General deTesorería

del Ministerio de Hacienda, dentro del referido plazo; caso contrario, la Secretaría de este

Tribunal certificará la presente resolución para ejecución forzosa conforme a los

procedimientos comunes.
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c) Ordénese a la Secretaría de este Tribunal certificar la presente resolución al señor

para las acciones legales que estime convenientes.

d) Hágase del conocimiento de los intervinientes que, en cumplimiento al artículo 104 de la

LPA y de conformidad a los artículos 132 y 133 de la misma ley, la presente resolución

admite recurso de reconsideración, el cual puede ser interpuesto ante este mismo Tribunal

Sancionador de la Defensoría del Consumidor, dentro del plazo de diez días hábiles contados

a partir del día siguiente a la notificación de la presente resolución, en la dirección

siguiente: 7a. Calle Poniente y Pasaje "D" #5143, Colonia Escalón, San Salvador.

e) Notifiquese.

CSC Crl&l/C/^

José Leoisick Castro

Presidente

PRONUNCIADA POR LOS MDpffiROS DEL TRIEUNAL SANCIQNADOR DE LA DEFENSORÍA DEL
CONSUMIDOR QUE LA SUSCRIBEN.

FJ/MIP

Secret nador
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